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SERVICIOS EDUCATIVOS Y PROFESIONALES. UNA VISIÓN SOBRE SU REGULACIÓN POSIBLE
.

Introducción

La presente exposición se centrará en plantear algunas cuestiones relativas a la comprensión e interpretación de elementos que, estando presentes en el Acuerdo General de Comercio de Servicios (AGCS – GATS) -y a juicio de quien suscribe-, es necesario precisar y operacionalizar.

En tal sentido, parece necesario realizar alguna mención en primer término al ámbito de aplicación para el caso de servicios educativos, de las pautas acordadas en el AGCS, en particular respecto del carácter “comercial” de estos servicios y qué se entiende por “régimen de competencia” en este sector. 

En efecto, al ser la educación un bien público, de acuerdo a una definición de la UNESCO de amplia aceptación en la mayoría de los países miembros de la OMC, se entiende que los Estados como garantes del acceso a los bienes públicos, tienen una responsabilidad primordial en la oferta y garantía de acceso equitativo de este bien público particular que es la educación. Por tanto, aún cuando admitan –como es el caso en la mayoría de los países- la concurrencia del sector privado en esta oferta, la participación de los Estados no puede calificarse como barrera o subsidio distorsionante de la actividad comercial, sino muy por el contrario, como garantía de la disponibilidad de oferta educativa accesible a su población.

La segunda cuestión a tener en cuenta es acerca de las regulaciones que permitan asegurar procedimientos de control de la calidad del servicio educativo y/o profesional que se brinda, sean requisitos para licencias (apertura de sedes, exámenes de aptitud, matriculaciones) o bien controles periódicos posteriores (inspecciones a establecimientos, re-certificaciones, controles de calidad del tipo evaluación o acreditación de carreras, etc.). 

En ningún caso, tales recaudos tomados por los Estados pueden ser equiparados a barreras (siempre y cuando, claro está, no establezcan discriminaciones contrarias al trato nacional o similares). Lo que sí se plantea, especialmente para los casos en que se vea implicado alguna clase de modo de suministro transfronterizo, donde no pueden aplicarse normativas de vigencia local (para la prestación de servicios educativos del tipo e-learning, por ej.), es la necesidad de arribar a acuerdos acerca de las formas de controlar la calidad de estos servicios ofertados, así como el derecho de los usuarios y consumidores de los mismos en igualdad de condiciones.

Del mismo modo, con respecto a los servicios profesionales, y dado que quienes los prestan han tenido que acceder a títulos que implican haber cursado y aprobado alguna carrera de nivel superior, se requieren garantías de que la calidad de tales servicios será al menos equivalente a la disponible en el país. O bien, en su defecto, que aquellos que puedan requerir servicios profesionales dispongan de información confiable acerca de la calidad de los mismos para poder efectuar sus propias comparaciones.

La cuestión que se plantea como desafío es, entonces, construir estándares de calidad aceptables y confiables, que tengan en cuenta los avances realizados en las esferas de competencia educativa, tomando como base las experiencias de espacios regionales y multilaterales de integración y cooperación en educación, tales como las de la Unión Europea y el Mercosur, entre otras.

Regulación y desregulación

No obstante el señalamiento inicial con respecto al carácter de bien público de la educación y a sus consecuencias en cómo encarar la comercialización de servicios en esta área, entendemos que el desarrollo de tales temas no es el punto central de esta presentación, dado que estamos hablando del punto de vista de los reguladores y de las políticas educativas que son la base (o debieran serlo, al menos) de las regulaciones existentes con respecto a los servicios educativos en los países.

De todos modos, es necesario tener muy presente esta caracterización para comprender la naturaleza de las regulaciones existentes y las resistencias a su modificación, aún cuando en la mayoría de los casos la propia realidad ha sobrepasado las barreras regulatorias y sería mucho más lógico replantearlas en función de que cumplan con sus cometidos: asegurar calidad y equidad de una educación accesible a todos.

Lo dicho sirve para fundamentar históricamente las regulaciones hoy existentes, pero también como introducción a cómo deben considerarse las regulaciones futuras que permitan asegurar estas mismas cuestiones ya no en el ámbito nacional, sino en el escenario global. En efecto, no creemos que pueda pensarse que “cualquier regulación es mala y debe ser eliminada” -como han intentado afirmar algunos sectores comprometidos con el denominado “pensamiento único” en los 90’s-, lo que se refleja adecuadamente en el propio AGCS y en la interpretación del mismo que es mayoritariamente consensuada por los Estados Miembros de la OMC. 

En este caso, como en las regulaciones de protección de sectores específicos como el agrícola, por citar el caso que más afecta a mi país -Argentina-, la prédica desregulatoria pareciera tener validez efectiva para ser reclamada sólo a quienes no tienen capacidad efectiva de proteger sectores por su debilidad relativa.

Creemos sí que es necesario adecuar las regulaciones a la nueva realidad mundial y asegurar algunos principios básicos –consensuados- que den igualdad de trato y de oportunidades de acceso a la educación a todos los ciudadanos del mundo, al menos tanto como sea posible.

Por otra parte, el problema de las regulaciones no actualizadas en esta materia, atraviesa tanto a países centrales como periféricos, ya que –por ejemplo- la mayor parte de los países de la OCDE (por no decir todos) tienen mecanismos y legislación regulatoria de la educación en general, de la instalación de establecimientos educativos, de la validez y reconocimiento de títulos, así como subsidios a la educación pública y privada (en algunos casos). Todo ello es sin duda muy lógico y tiene su razón de ser en formas de controlar esta actividad a través de las maneras que se suponían útiles para ello en el pasado.

Por supuesto, es indudable que la acumulación de centros de excelencia en formación e investigación en el segmento de educación superior es mucho mayor en los países centrales, lo que los convierte en ofertantes de servicios mundialmente disponibles para los posibles “clientes” con nivel adquisitivo y/o cultural apropiados. Ello no va a verse modificado en lo absoluto por negociaciones en el marco del AGCS u otras de la OMC, ni a favor de ellos ni en su contra. Es, en todo caso, responsabilidad  de quienes no integramos ese grupo de países hacer más competitiva la educación superior y la investigación en nuestros propios lugares de origen, no sólo por un problema de competencia comercial, sino por la evidente necesidad de no seguir perdiendo oportunidades y de revertir el estado actual de concentración cada vez mayor de la capacidad de producción y control del conocimiento, que a la larga no resulta beneficiosa para nadie. En este último sentido, merece una muy breve mención el problema de la denominada “fuga de cerebros” desde los países que –como Argentina- proporcionan aún una buena formación de base pero no ofrecen oportunidades de continuar estudios e investigaciones de excelencia en condiciones adecuadas más allá de ciertos niveles, lo que genera múltiples problemas de los que no nos ocuparemos aquí, pero que ciertamente contribuyen a consolidar mercados oligopólicos. Si esto es malo en términos comerciales, lo es mucho más en el sector educativo porque propicia la continuidad de flujos migratorios en un solo sentido y la postergación creciente de áreas enteras del planeta. 

Modos de suministro y servicios educativos 

En relación con las consecuencias de la implementación de propuestas relativas al modo 1 (suministro a través de las fronteras), es de hacer notar que el mayor potencial en esta área, al menos hasta el momento, se encuentra en la educación a distancia, más específicamente en el denominado e-learning, sean universidades virtuales o cualquier otro tipo de ofertas de capacitación a distancia. 

Queremos destacar la “explosión” de la educación a distancia, que si bien ya tenía una importante difusión en algunos países, se volvió accesible cada vez a más usuarios en la medida en que se expandieron las posibilidades de acceso conjuntamente con el desarrollo de la red Internet y la cantidad de computadoras conectadas, como principal fenómeno a destacar. Esta es una de las posibilidades más concretas de desarrollo del comercio de servicios educativos y la que plantea mayores necesidades de arribar a acuerdos sobre estándares “internacionalmente reconocidos”, para poder evaluar y calificar su idoneidad y desempeño.

Hasta el momento, el segmento que más se ha desarrollado es el de la oferta de postgrado y de capacitación que no requiere titulación previa específica. Esto tiene sentido básicamente porque los títulos obtenidos no son habilitantes y sólo cumplen un valor académico o profesional de prestigio para quien obtiene los respectivos títulos. Por ende, en este plano, es poco lo que puede hacerse más allá de las regulaciones nacionales específicas acerca de la validez de los citados títulos, pero tampoco podría exigirse algo al respecto dado el carácter no habilitante de los mismos. De todos modos, una mayor y más confiable información sobre las características de los títulos y certificados ofertados y de la evaluación o acreditación recibidas de acuerdo a reglas vigentes en los países de origen, contribuiría a una mayor transparencia de la oferta. 

Con respecto al modo 2 (consumo en el extranjero), los principales problemas se plantean al regreso –cuando se produce- de quien ha estudiado una carrera en el extranjero, por las dificultades para el reconocimiento de títulos y la no comparabilidad en muchos casos. Esta modalidad no presenta particularidades diferenciadas en cuanto a la regulación que requiere, a excepción de la remoción de barreras internas de tipo migratorio y/o de visado. De cualquier forma, sigue siendo hasta hoy la principal modalidad de comercio de servicios educativos, incrementándose cada vez más, de la mano del intercambio estudiantil y de la creciente cantidad de estudiantes que escogen trasladarse a otro país para realizar sus estudios, sean de grado o posgrado.

En cuanto al modo 3 (presencia comercial en el país consumidor), presenta un complejo tema porque casi todos los países tienen restricciones y mecanismos regulatorios directos o indirectos diversos para la instalación de establecimientos educativos de propiedad extranjera. Para este caso, se hace especialmente necesario llegar a acuerdos sobre criterios mínimos comunes para la autorización y funcionamiento de instituciones de nivel superior, los cuales deben partir siempre de las políticas educativas vigentes, pero revisando los aspectos de la normativa que han quedado desactualizados. En todo caso, sólo la aplicación de acuerdos de este tipo, probablemente primero en escalas regionales, logrará destrabar este punto, porque de lo contrario no habría posibilidad de establecer los mínimos controles necesarios para asegurar la provisión del servicio de modo continuado y con condiciones de calidad equiparables a los que se originan en el territorio nacional.

Por último, acerca del modo 4 (presencia de personas físicas), los principales puntos a resolver se refieren a los servicios profesionales y las habilitaciones para ejercer, además de las cuestiones migratorias que tienen en común con el modo 2, ya que los aspectos académicos a los fines de docencia e investigación están cubiertos en la mayor parte de los casos.

Principios generales a considerar para la regulación

Identificaremos, ahora, los principios necesarios para poder pensar cuáles son los ítems a tener en cuenta. Como adelantamos en la presentación, un punto clave de partida es la calidad del servicio educativo, basada en certificaciones confiables y con origen en políticas educativas específicas (i.e. evaluación y acreditación universitarias), de ser posible avaladas por procesos de integración educativos. Ello nos remite de modo inmediato a la transparencia de los procedimientos y de la información disponible, que permita una comparabilidad de las ofertas disponibles y de las posibilidades de reglas de competencia claras. Por supuesto, también a principios de carácter más general que están incluidos en estas cuestiones, como la protección de las posibles causas de riesgo público (salud, construcción, hábitat, riesgos fitosanitarios, etc.), así como a la protección de los derechos de los consumidores / usuarios. Como es obvio, para los aquí presentes, estos principios generales están en consonancia con las principales cuestiones establecidas para estos temas en las “Disciplinas sobre la Reglamentación Nacional en el Sector de la Contabilidad”, así como en el propio AGCS, y otros acuerdos vigentes como el GATT y el OTC
.

Deben hacerse, a esta altura, algunas consideraciones generales respecto de los títulos de aptitud, en particular de aquellos que son requisitos sine qua non para el ejercicio de una profesión u oficio.

Cabe realizar aquí varias distinciones, de modo general, para tratar de modo diferenciado cada una de las categorías: 

1. En primer lugar, desarrollaremos muy brevemente la problemática de las certificaciones y títulos de aptitud para oficios (electricistas, gasistas, plomeros, instaladores, etc.) obtenidos a través de capacitaciones para adultos u otras modalidades de educación no superior (por ejemplo, técnicos de nivel secundario). Si bien no es el propósito central de este trabajo desarrollar este punto, también en este tema se debiera buscar encontrar parámetros de calidad comunes -de modo progresivo-, e igualdad de trato, estableciendo de un lado -por ejemplo-, exámenes de aptitud estandarizados para la habilitación del ejercicio de estos oficios ; y, por otro, criterios de contenidos mínimos que aseguren el conocimiento de los temas que luego serán examinados, a ser incluidos en las ofertas de capacitación que los estados aprueben o certifiquen. Es este un ejemplo en el que podemos citar la experiencia regional del MERCOSUR, que ha venido trabajando en la armonización de perfiles profesionales para las principales carreras de nivel medio técnico
, de modo de asegurar una base formativa común a quienes egresen de estas carreras, facilitando así, a futuro, la evaluación de las incumbencias profesionales y capacitación recibida por estos graduados formados en sus sistemas de educación media técnica. Esta experiencia es perfectamente replicable y/o factible de ser comparada con otros criterios nacionales o regionales existentes.

2. En cuanto a los títulos de aptitud profesional propiamente dichos, que son otorgados por los sistemas de educación superior universitaria y no universitaria, hay varias consideraciones por realizar. La primera es que los títulos terciarios no universitarios presentan innumerables dificultades para una posible estandarización por la diversidad de criterios que siguen los países en este  campo. De todas formas, la experiencia citada de armonización de perfiles técnico – profesionales, podría extenderse a estos casos con las diferencias de alcances que supone el tratarse de títulos de nivel superior. 

La segunda es que para todos los casos, pero especialmente para los títulos de grado universitarios, debemos distinguir entre aquellos que sólo requieren el tener las competencias proporcionadas por el título, de los que requieren alguna clase de habilitación especial o matriculación para poder ejercer. Es en esta última cuestión donde se plantea con total claridad la necesidad de establecer criterios comunes de regulación de disciplinas, entendiendo como tales a los casos en que son requeridas matriculaciones u otros tipos de habilitación. Hay que considerar, entonces, primero lo relativo a las condiciones de provisión de los servicios educativos y de obtención de este tipo especial de títulos de grado, que siguiendo la definición de la legislación argentina, podemos denominar como “de interés público”, definido el mismo por la capacidad de poner “en riesgo de modo directo la salud, la seguridad, los derechos, los bienes o la formación de los habitantes”
. Como es obvio, esto supone determinadas condiciones que debieran cumplirse en la formación y la práctica, además de ciertos controles de calidad periódicos de dichas condiciones.

Títulos de grado universitarios y “Disciplinas sobre Contabilidad”

En lo relativo a las carreras de grado universitario, quienes obtienen un título emitido por una universidad extranjera, sea mediante la modalidad a distancia o por trasladarse a otro país, y estén interesados en obtener reconocimiento del mismo por parte de alguno de los Estados Miembros, se hallan comprendidos por el régimen propio de cada país de reconocimientos de títulos extranjeros.  Hasta el momento, en un importante número de países, la modalidad prevaleciente es la reválida de títulos, basada en la “razonable equivalencia” de los estudios, con excepción de acuerdos específicos que permiten la convalidación de estudios por otros medios. En tal sentido, los Acuerdos logrados por las asociaciones profesionales, constituyen importantes avances, pero que no dejan de consagrar la “igualdad de los iguales”. Es decir, en aquellos casos donde existen tradición o legislación comunes (i.e. países del Commomwealth, como se ha citado varias veces), hay una muy importante base para acordar los reconocimientos de títulos de aptitud profesional, competencias profesionales y trayectos formativos..

Quiero traer a consideración de la audiencia, en este momento, la experiencia desarrollada en el MERCOSUR sobre el particular, dados los acuerdos ya firmados en nuestros países sobre el tema
 y el trabajo desarrollado para arribar a estándares comunes en materia de educación técnica y superior.  Especialmente, porque en este caso, si bien hay tradiciones comunes que facilitan la discusión, se ha hecho un esfuerzo por construir criterios objetivos y procedimientos comunes, como se verá a continuación.

En efecto, tenemos el importante antecedente para el ámbito específico de las carreras de grado universitarias, del “Mecanismo Experimental de Acreditación de Carreras de Grado Universitarias “(MEXA), que supone un camino original y único de discusión colectiva y acuerdos que maduraron en tan sólo unos pocos años, desde 1998 en que se firmó el “Memorandum de Entendimiento”, hasta el 2002 en que se inició la convocatoria a acreditación de carreras en tres disciplinas: agronomía, ingeniería y medicina. De este modo, se han conseguido acordar estándares y procedimientos de acreditación válidos en todos los países del MERCOSUR, Bolivia y Chile para estas carreras, previéndose su próxima ampliación y la transformación de este Memorandum en un Acuerdo, de aplicación legal en todos los países firmantes. 
La conclusión general de todo el proceso nos llevará al establecimiento de denominadores comunes de dimensiones, componentes, criterios e indicadores generales para cualquier carrera universitaria. A su vez, ello permitirá la acreditación de otras carreras que sean acordadas por los países de un modo mucho más simple, debiendo sólo preocuparse por lo específico de las carreras a incorporar al proceso de acreditación. De esta forma, tendremos un “sello” de calidad construido en base a estándares objetivos y comprobables, con procedimientos comunes para las carreras acreditadas, en un proceso novedoso e interesante como desarrollo regional propio.

Además, la discusión actual del “Acuerdo sobre Residencia para Nacionales de los Estados Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile”, firmado por los presidentes en Brasilia, en diciembre de 2002, y que permitiría –una vez que sea ratificado por los parlamentos de los respectivos países- la libre circulación de personas y facilidades para la obtención de residencias temporarias y permanentes a los ciudadanos de nuestros países, seguramente conllevará la necesidad de agilizar los mecanismos de reconocimientos de títulos en nuestros países. 

Este avance podría ser de mayor utilidad si se utilizara esta experiencia para ser trasladada a otros ámbitos e impulsar, entonces una oportunidad concreta para lograr el reconocimiento de títulos en base a criterios acordados desde las políticas educativas de integración regional, que pueda tomar como parte de sus bases los mecanismos empleados en el MERCOSUR. Desde luego, para una posible utilización de tales mecanismos en el marco de la reglamentación de las disciplinas previsto en el AGCS, sería también necesario tomar nota de otros procesos con características similares o convergentes en el mismo sentido, como por ejemplo, los esfuerzos de arribar a acuerdos sobre el tema en el Espacio Europeo de Educación Superior. De esa manera, será posible contar con sólidas bases para proponer estándares comunes en la materia. 

También, resulta alentadora la reciente aprobación por el Consejo del Mercado Común del MERCOSUR de la Decisión sobre “Mecanismos para el ejercicio profesional temporario”, que permite encontrar puntos comunes de reconocimiento que implican a asociaciones profesionales, estados nacionales y locales, para resolver la problemática de la prestación de servicios sin radicaciones ni traslados permanentes.

Es necesario hacer algunos comentarios sobre conceptos que requieren precisiones cuando se habla de “equivalencias” en relación con servicios educativos y profesionales, particularmente en lo que a títulos de aptitud se refiere. Hasta el presente, en muchos de los países (incluido el mío), se ha hecho hincapié en el concepto de “razonable equivalencia”, lo que en la práctica ha significado dejar al juicio de algún árbitro interno (autoridades educativas o de regulación profesional, universidades o tribunales), que es “razonable”, dando como resultado muy diversas interpretaciones de acuerdo a lo que los actores implicados entienden por razonable y a las diferencias de los sistemas educativos que no siempre son conocidas en profundidad por quienes evalúan esta razonabilidad. Adicionalmente, se presentan cambios más o menos continuados en los últimos tiempos que modifican las estructuras conocidas  (por ej. las propuestas de modificación de los trayectos formativos de grado universitario que se están construyendo en el Espacio Europeo de Educación Superior). Esto requiere el desarrollo de acuerdos sobre las bases en las que se fijará la equivalencia: ¿será por carga horaria de las carreras?; ¿por competencia profesional o aptitud (basada en exámenes o pruebas)?; ¿por haber obtenido habilitación profesional en el país de origen?; ¿por comparabilidad de los sistemas educativos y los trayectos formativos?; ¿por acreditación de carreras?; ¿o por la “razonable” equivalencia determinada por quien conoce ciertos marcos de razonabilidad basados en su propia experiencia?. 

Es éste un punto particularmente sensible y crucial para la determinación de la aplicabilidad del modelo de las disciplinas en contabilidad al resto de los servicios profesionales. Si bien el desarrollo y adopción de las mismas por parte de la OMC constituyen un importante avance
, hay que tener bien claro que sirven fundamentalmente como marco general a ser considerado, dependiendo para su efectiva aplicación de los Acuerdos de Reconocimiento Mutuo (ARM) y/o del desarrollo de estándares internacionales. Las experiencias en la materia protagonizadas por entidades profesionales son, sin duda alguna, de mucha importancia, pero no generan más que aproximaciones a la resolución de los problemas pendientes. Es en este sentido que deben estimularse experiencias como la ya citada del MERCOSUR y otras en curso, que puedan contribuir al desarrollo de estándares objetivos del más amplio reconocimiento posible y, preferiblemente, de obligatoriedad legal para quienes estén cubiertos –voluntariamente- por sus alcances.

Por otra parte, parece poco probable utilizar el mismo modelo –automáticamente- para el establecimiento de “disciplinas” para otorgar licencias en materia de servicios de enseñanza, ya que habría que considerar muchas otras cuestiones (las más relevantes vinculadas a la formación integral y ciudadana que los Estados pretenden para sus habitantes, especialmente en la educación primaria y secundaria). No obstante, en las áreas de educación superior y de adultos, ello podría hacerse si se tomaran en cuenta, además de los puntos ya desarrollados, criterios básicos para la autorización y funcionamiento de los establecimientos que dictan tales formaciones, de modo de asegurar la calidad de las instituciones que pueden tener denominaciones y características diversas pero que -al menos en el campo de la educación superior-, deben cumplir ciertas especificaciones mínimas de lo que se considera apto para el funcionamiento como institución universitaria y la formación que este tipo de instituciones deben brindar
.

“Otros” servicios de enseñanza

Hay algunas otras cuestiones por tratar en relación con estos puntos, particularmente con respecto a los temas no claramente encuadrados como servicios de enseñanza, o que podrían estarlo en la subcategoría “otros”. Por ejemplo, un tema con importancia cada vez mayor en el sector de la educación superior es el de las agencias de acreditación y evaluación.

En efecto, en muchos países su carácter es público –cuando no estatal pleno-, por tratarse de órganos encargados de la certificación de la calidad de carreras e instituciones. En todo caso, debe asegurarse que las normas para su creación y funcionamiento garanticen la transparencia en el ejercicio de sus funciones básicas: profesiones reguladas, postgrados y evaluación institucional.

Hay que hacer notar la potencial importancia que este rubro puede tener para la certificación confiable y la transparencia, habida cuenta del avanzado trabajo en estos temas, tanto en espacios regionales como el MERCOSUR para la acreditación común de carreras, como en acuerdos más generales o entre bloques.

Sin embargo, habrá que considerar las ventajas y desventajas de considerar estos temas como “servicios de enseñanza” y si se admitirá la presencia de agencias extranjeras y bajo que presupuestos. 

Conclusiones

Si bien se considera como positivo el desarrollo de las disciplinas y, en concreto, se valora especialmente el trabajo de las disciplinas en contabilidad, para su efectiva aplicación hará falta algo más que el establecimiento del marco general que se ha fijado, dado que es necesario establecer garantías recíprocas y válidas para el sector de servicios educativos, con las particularidades ya señaladas y lo mismo puede decirse de los servicios profesionales. En tal sentido, se reitera la necesidad de que tales garantías se construyan en base a estándares construidos desde las políticas educativas y con confiabilidad asegurada respecto de la calidad del servicio y la comparabilidad de los trayectos formativos, además de las consideraciones ya vertidas respecto de la protección de las posibles causas de “riesgo” para el público y de los derechos de los usuarios / consumidores.
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� GATT Art. XX; Acuerdo OTC Art. 2 párrafo 2; AGCS Art. VI.4;  “Disciplinas sobre la Reglamentación Nacional en el Sector de la Contabilidad”.


� Hasta el momento se han elaborado y aprobado perfiles correspondientes a las áreas Agropecuaria,  Construcción Civil, Electrónica y Mecánica Automotriz, y se están concluyendo los trabajos en las de Administración y Gestión y Mecánica Industrial, previéndose la continuidad del trabajo en las áreas de Medio Ambiente, Química, Gastronomía, Comercio, Turismo y Telecomunicaciones.


� Ley de Educación Superior Nº 24.521 Art. 43.


� “Protocolo de Integración Educativa para la Prosecución de Estudios de Post-grados en las Universidades de los Países Miembros del MERCOSUR”, “Protocolo de Admisión de Títulos y Grados Universitarios para el Ejercicio de Actividades Académicas en los Países del MERCOSUR”, “Memorandum de Entendimiento sobre la Implementación de un Mecanismo Experimental de Acreditación de Carreras para el Reconocimiento de Títulos de Grado Universitario en los Países del MERCOSUR”, así como convenios bilaterales vigentes.


� Al que hay que agregar varias de las cuestiones apuntadas por las asociaciones profesionales internacionales, como la IBA y la UIA, que son muy pertinentes.


� Por ejemplo que tengan incluidas ciertas garantías acerca de la complementación entre actividades de docencia, investigación y vinculación con el medio; que contemplen la excelencia académica en todas ellas y que tengan cierto grado de autonomía académica para sus fines.
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